
«Salvador Rubio, S. L.», contra sentencia de la Audiencia Terri­
torial de Sevilla en el recurso número 601/76 sobre Impuesto 
General sobre el Tráfico de las Empresas;

Resultando que concurren en este caso las circunstancias pre­
vistas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en 
sus propios términos de la referida sentencia, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando los recursos de apelación pro­
movidos por el Abogado del Estado y por el Procurador don 
Francisco de Guinea y Gauna en nombre y representación de la 
Sociedad "Salvador Rubio, S. L.", debemos confirmar y confir­
mamos la sentencia dictada en doce de noviembre de mil nove­
cientos setenta y siete por la Sala de lo Contencioso-Administra- 
tivo de la Audiencia Territorial de Sevilla, en el pleito número 
seiscientos uno de mil novecientos setenta y seis; y no hacemos 
expresa imposición de las cotas procesales causadas en estas 
apelaciones».

Siendo la precitada sentencia, que se confirma, la siguiente:
«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos la inad- 

misibilidad del recurso en cuanto a la prescripción alegada por 
el Abogado del Estado, y estimando en parte el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por el Procurador don Francisco 
Castellano Ortega en nombre de "Salvador Rubio, S. L.”, debe­
mos anular y anulamos, por no ser conforme con el ordena­
miento jurídico, la liquidación practicada por la Inspección Téc­
nica Fiscal de Cádiz el día veinte de abril de mil novecientos se­
tenta y dos y el acuerdo recaído en el recurso de reposición que 
se ejercitó en vía administrativa, así como los del Tribunal 
Económico-Administrativo de Cádiz y del Tribunal Económico- 
Administrativo Central en segunda instancia, relativo al Impues­
to General sobre Tráfico de Empresas, procediendo se practi­
que nueva liquidación que habrá de referirse a un tiempo no an­
terior a cinco años al día veinte de abril de mil novecientos se­
tenta y dos; sin hacer expresa condena en costas.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de marzo de 1979.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.
Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

10519 ORDEN de 22 de marzo de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia del Tribunal 
Supremo dictada en 16 de noviembre de 1978 en re­
curso de apelación número 34.269/1978, interpuesto 
por el Abogado del Estado, en representación de la 
Administración Pública, y por «Algepesca, S. L.».

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 16 de 
noviembre de 1978 por la Sala Tercera de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo del Tribunal Supremo en recurso de apelación número 
34.269/78, interpuesto por el Abogado del Estado, en representa­
ción de la Administración Pública, y por la Entidad mercantil 
«Algepesca, S. L.», contra la sentencia dictada por la Audiencia 
Territorial de Sevilla con fecha 14 de noviembre de 1977, en el 
recurso número 602/76 sobre impugnación de la liquidación gira­
da a la Empresa antes citada por el concepto de Impuesto Ge­
neral sobre el Tráfico de las Empresas;

Resultando que concurren en este caso las circunstancias pre­
vistas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en sus 
propios términos, de la referida sentencia, cuya parte dispositi­
va es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando los recursos de apelación inter­
puestos por el Abogado del Estado y por la Entidad mercantil 
"Algepesca, S. L.”, debemos declarar y declaramos ajustada al 
ordenamiento jurídico la sentencia dictada por la Sala de lo Con- 
tencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla 
con fecha catorce de noviembre de mil novecientos setenta y 
siete (en recurso contencioso-administrativo número seiscientos 
dos de los tramitados por aquella Sala en el año mil novecientos 
setenta y seis), sobre impugnación de la liquidación girada a la 
Entidad recurrente por el Impuesto General sobre el Tráfico de 
las Empresas; sin hacer pronunciamiento alguno en cuanto al 
pago de las costas causadas en este recurso.»

Siendo la precitada sentencia, que se confirma, la siguiente:
«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos la inad­

misibilidad del recurso en cuanto a la prescripción alegada por 
el Abogado del Estado, y estimamos en parte el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por el Procurador don Francisco 
Castellano Ortega en nombre y representación de "Algepesca, 
Sociedad Limitada", debemos anular y anulamos, por no ser 
conforme con el ordenamiento jurídico, la liquidación practicada 
por la Inspección Técnica Fiscal de Cádiz el día veinticinco de 
marzo de mil novecientos setenta y dos y el acuerdo recaído en 
el recurso de reposición que se ejercitó en vía administrativa, 
así como los del Tribunal Económico Administrativo Provincial 
de Cádiz y del Tribunal Económico-Administrativo Central en se­

gunda instancia, relativa al Impuesto General sobre Tráficos de 
Empresas, procediendo se practique nueva liquidación que habrá 
de referirse a un tiempo no anterior a cinco años al día veinti­
cinco de marzo de mil novecientos setenta y dos; sin hacer ex­
presa imposición de costas.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V I. muchos años.
Madrid, 22 de marzo de 1979.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.
Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

10520 ORDEN de 27 de marzo de 1979 por la que se 
dispone la ejecución de la sentencia de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial de Cáceres de 27 de enero de 1979, 
en recurso interpuesto contra Resolución de la Di­
rección General de Tributos del Ministerio de Ha­
cienda.

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 27 de 
enero de 1979 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de Cáceres, en recurso contencioso-admi- 
nistrativo número 69/1978, interpuesto por la Cámara Oficial de 
Comercio e Industria de la Provincia de Badajoz contra Resolu­
ción de la Dirección General de Tributos del Ministerio de Ha­
cienda de 14 de abril de 1978, resolviendo el recurso de alzada 
interpuesto por la recurrente contra las de la Delegación de 
Hacienda de Badajoz de 31 de octubre y 8 de noviembre de 1977, 
que aprobó la imposición y ordenación del Impuesto Municipal 
sobre Gastos Suntuarios, la primera, y de los Impuestos Muni­
cipales sobre la Radicación y sobre la Publicidad, la segunda, 
del Ayuntamiento de Badajoz;

Resultando que la citada Audiencia se ha pronunciado sobre 
la cuestión debatida en los términos que se expresan en la par- 
te dispositiva;

Considerando que concurren en este caso las circunstancias 
previstas en el artículo 105.1.a) de la Ley de 27 de diciembre 
de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en sus 
propios términos, de la referida sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que debemos declarar y declaramos la inadmi­
sibilidad del recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
el Procurador don José María Campillo Iglesias en representa­
ción de don Juan Salas Terrón, como Presidente y en nombre 
de la Cámara de Comercio e Industria de Badajoz, frente a la 
Administración General del Estado, contra Resolución del ilus- 
trísimo señor Director general de Tributos, por delegación del 
excelentísimo señor Ministro de Hacienda, de fecha catorce de 
abril de mil novecientos setenta y ocho, desestimatoria del re­
curso de alzada interpuesto por dicha recurrente contra las re­
soluciones de la Delegación de Hacienda de Badajoz de treinta 
y uno de octubre y ocho de noviembre de mil novecientos se­
tenta y siete, en lo que resepcta a la aprobación por dicha auto­
ridad de las Ordenanzas fiscales y Tarifas de los Impuestos 
Municipales sobre Gastos Suntuarios, la primera, y sobre la Ra­
dicación y la Publicidad, la segunda, del Ayuntamiento de Ba­
dajoz, y entrando en el fondo, que debemos desestimar y desesti­
mamos el presente recurso contencioso-administrativo, en lo que 
respecta a la imposición e implantación de las referidas exaccio­
nes municipales, declarando conforme a derecho la resolución 
recurrida, que confirmó las citadas resoluciones de la Delega­
ción de Hacienda de Badajoz que sancionaron favorablemente el 
acuerdo de imposición de tales exacciones adoptado por el 
Ayuntamiento de Badajoz; sin hacer imposición especial de 
costas.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V I. muchos años.
Madrid, 27 de marzo de 1979.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.
Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

10521 RESOLUCION de la Dirección General del Tesaro 
por la que se amplía la autorización número 48, 
concedida a la Caja de Ahorros de Valencia, para 
la apertura de cuentas restringidas de recaudación 
de tributos en los establecimientos que se citan.

Visto el escrito formulado por la Caja de Ahorros de Valen­
cia, solicitando autorización para ampliar el servicio de cuentas 
restringidas de recaudación de tributos,

Esta Dirección General acuerda que la autorización núme­
ro 48, concedida el 15 de octubre de 1964 a la citada Entidad, 
se considere ampliada en los siguientes establecimientos:

Demarcación de Hacienda de Valencia
Valencia, urbana 63 en Pintor Sorolla, 8, a la que se asigna 

el número de identificación 46-17-206.


